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N° 13.584

CONVENCIÓN INTERAMERICANA SOBRE EL TRÁFICO
INTERNACIONAL DE MENORES

Asamblea Legislativa:
Con el antecedente de la Convención sobre Derechos del Niño,

adoptada en la Asamblea General de la OEA, el 20 de noviembre de 1989
y con el interés de tutelar el bienestar de los niños, niñas y adolescentes, se
aprobó la Convención Interamericana sobre Tráfico Internacional de
Menores, durante la Quinta Conferencia Especializada Interamericana
sobre Derecho Internacional Privado, que se celebró en México, el 18 de
marzo de 1994.

La protección de los derechos humanos de las personas menores de
edad históricamente ha tenido un desarrollo acorde con el acontecer
económico, social, político y cultural de la sociedad. Desde la concepción
de la negación absoluta de la naturaleza y características como ser humano
de los niños y niñas, quienes eran considerados como objetos, hasta la
posición de respeto a los valores fundamentales que estas personas poseen ,
se ha observado una constante evolución en defensa del respeto de su
integridad absoluta.

Esta última posición es la que ha caracterizado, a su vez, al
acontecer jurídico costarricense, lo cual se ha traducido como un respaldo
en defensa de los intereses de los niños y las niñas mediante la adopción
de disposiciones legales tanto internas, como internacionales que Procuran
salvaguardar los diversos bienes jurídicos que los niños y niñas poseen
como seres humanos.

La existencia de cuerpos de leyes como el Código de Familia, la
creación de instituciones como el Patronato Nacional de la Infancia y el
apoyo del sector privado ha contribuido innegablemente a fomentar una
política de defensa y respeto hacia los menores de edad .

ª
:~: :-- El esp íritu que inspira esta Convención, nacida en el seno de la
'i;<: anización d~ ~~tados Americanos, constituye una refe~encia más.~obre
a cual deben dirigirse los esfuerzos estatales. La regulación y sancion de

conductas deleznables en perjuicio de los niños y niñas, que se manifie stan
por ejemplo en el tráfico internacional de menores es deplorable.

La comunidad internacional está obligada °a externar clara y
contundentemente su repudio hacia cualquier forma de maltrato,
deshumanización y discriminación en contra de los niños, niñas y
adolescentes.

Esta no es solamente responsabilidad de la comunidad
internacional, sino de cada Estado el velar para que conductas ominosas no
se reiteren en la práctica.

Precisamente, esta es la razón que indujo a apoyar esta iniciativa en
el seno de la OEA. Iniciativa, que hoy merece ser ratificada y avalada por
este país, cuyo legado de respeto a los derechos humanos es un emblema
de presentación ante las otras naciones. El menosprecio de los derechos
fundamentales de los niños, niñas y adolescentes, no puede ser visto
impávidamente por nuestro país . Sin distingos de sexo, edad, nacionalidad,
o cualquier otro que atente contra la dignidad de la persona, los niños,
niñas y adolescentes son sujetos de derecho, cuyos derechos son
imprescriptibles, irrenunciables, intransmisibles y extrapatrimoniales.

Dada las características que los menores de edad detentan, no puede
ser ignorada su situación de indefensión, y al contrario, debe el Estado
actuar diligente y oportunamente en aras de evitar cualquier perjuicio y
menoscabo en los derechos que competen a esta población.

La detestable práctica que desafortunadamente aqueja a nuestra
? '. edad de subestimar e ignorar los derechos de los niños , niñas y
~Iescentes a través del traslado, substracción, o retención ilícita con
propósitos degradantes, como la utilización del menor para su prostitución
no puede pasar inadvertida por un Estado de derecho . "

Asimismo, la cooperación interestatal es un instrumento eficaz para
luchar contra esta lacra. Por la propia naturaleza que reviste el tráfico
internacional de menores , la colaboración de los Estados para combatir la
propagación de esta práctica es un elemento fundamental para la aplicación
efectiva y exitosa en contra de este tipo de situaciones.

Por otra parte, la definición de reglas precisas en cuanto a las
consecuencias y procedimiento que rija en materia civil derivadas del
tráfico internacional de menores es otro aspecto que vale destacar en
relación con el contenido que el instrumento internacional de referencia
contempla, de manera que pueda en realidad ponerse en ejecución.

Por la tradición histórica de Costa Rica , pero sobre todo por el
interés primordial de velar por la protección y el respeto de los derechos
que corno seres humanos gozan los niños, las niñas y adolescentes, el
respaldo y la ratificación de esta Convención es una medida eficaz, que
merece respaldo , pues tiende a tutelar el bienestar de estas personas.

En consideración a lo expuesto anteriormente, sometemos este
proyecto de ley para la aprobación legislativa de la Convención
Interamericana sobre el Tráfico Internacional de Menores.

LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA
DE COSTA RICA , DECRETA:

CONVENCIÓN INTERAMERICANA SOBRE EL TRÁFICO
INTERNACIONAL DE MENORES

Artículo IO--Apruébase en cada una de sus partes la Convención
Interamericana sobre el Tráfico Internacional de Menores, suscrita el 22 de
mayo de mil novecientos noventa y siete, cuyo texto es el siguiente:

"CONVENCIÓN INTERAMERICANA SOBRE TRÁFICO
INTERNACIONAL DE MENORES

Los Estados Parte en la Presente Convención,

CONSIDERANDO la importancia de asegurar una protección
integral y efectiva del menor, por medio de la instrumentación de
mecanismos adecuados que permitan garantizar el respeto de sus derecho s;

CONSCIENTES de que el tráfico internacional de menores
constituye una preocupación universal;

TENIENDO EN CUENTA el derecho convencional en materia de
protección internacional del menor, y en especial lo previsto en jos
artículos 11 y 35 de la Convención sobre Derechos del Niño, adoptada por
la Asamblea General de las Naciones Unidas, el 20 de noviembre de 1989;

'CONVENCIDOS de la necesidad de regular los aspectos civiles y
penales del tráfico internacional de menores; y

REAFIRMANDO la importancia de la cooperación internacional
para lograr una eficaz protección del interés superior del menor,

Convienen lo siguiente:

CAPÍTULO 1

Normas generales
Artículo 1°-El objeto de la presente Convención, con miras a la

protección de los derechos fundamentales y el interés superior del menor,
es la prevención y sanción del tráfico internacional de menores, así como
la regulación de los aspectos civiles y penales del mismo.

En tal sentido, los Estados Parte de esta Convención se obligan a:

a) asegurar la protección del menor en consideración a su interés
superior;

b) instaurar un sistema de cooperación jurídica entre los Estados Parte
que consagre la prevención y sanción del tráfico internacional de
menores, así como adoptar las disposiciones legales y
administrativas en la materia con ese propósito; y

e) asegurar la pronta restitución del menor víctima del tráfico
internacional al Estado de su residencia habitual, teniendo en cuenta
el interés superior del menor.

Artículo 2°-Esta Convención se aplicará a cualquier menor que se
encuentre o resida habitualmente en un Estado Parte al tiempo de la
comisión de un acto de tráfico internacional contra dicho menor.

Para los efectos de la presente Convención:

a) "Menor" significa todo ser humano cuya edad sea inferior a
dieciocho años.

b) "Tráfico internacional de menores" significa la substracción, el
traslado o la retención, o la tentativa de substracción, traslado o
retención, de un menor con propósitos o medios ilícitos.

e) "Propósitos ilícitos" incluyen, entre otros, prostitución, explotación
sexual, servidumbre o cualquier otro propósito ilícito, ya sea en el
Estado de residencia habitual del menor o en el Estado Parte en el
que el menor se halle localizado.

d) "Medios ilícitos" incluyen, entre otros, secuestro, consentimiento
fraudulento o forzado , la entrega o recepción de pagos o beneficios
ilícitos con el fin de lograr el consentimiento de los padres, las
personas o la institución a cuyo cargo se halla el menor, o cualquier
otro medio ilícito ya sea en el Estado de residencia habitual del
menor o en el Estado Parte en el que el menor se encuentre.

Artículo 3°-Esta Convención abarcará, asimismo, los aspectos
civiles de la sustracción, el traslado y la retención ilícitos de los menores
en el ámbito internacional no previstos por otras convenciones
internacionales sobre la materia.

Artículo 4°-Los Estados Parte, en la medida de lo posible,
cooperarán con los Estados no Parte en la prevención y sanción del tráfico
internacional de menores y en la protección y cuidado de los menores
víctimas del hecho ilícito.

En tal sentido, las autoridades competentes de los Estados Parte
deberán notificar a las autoridades competentes de un Estado no Parte , en
aquellos casos en que se encuentre en su territorio a un menor que ha sido
víctima del tráfico internacional de menores en un Estado Parte .

Artículo 5°-A los efectos de la presente Convención, cada Estado
Parte designará una Autoridad Central y comunicará dicha designación a
la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos.

Un Estado Federal, o un Estado en el que están en vigor diversos
sistemas jurídicos, o un Estado con unidades territoriales autónomas,
puede designar más de una Autoridad Central y especificar la extensión
jurídica o territorial de sus funciones. El Estado que haga uso de esta
facultad designará la Autoridad Central "a la que puede dirigirse toda
comunicación.

En caso de que un Estado Parte designara más de una Autoridad
Central hará la comunicación pertinente a la Secretaría General de la
Organización de los Estados Americanos.

Artículo 6°-Los Estados Parte velarán por el interés del menor,
procurando que los procedimientos de aplicación de la Convención
permanezcan confidenciales en todo momento.

CAPÍTULO II

Aspectos penales

Artículo 7°-Los Estados Parte se comprometen a adoptar medidas
eficaces, conforme a su derecho interno, para prevenir y sancionar
severamente el tráfico internacional de menores definido en esta
Convención.

Artículo 8°-Los Estado s Parte se comprometen a:

a) Prestarse asistencia mutua en forma pronta y expedita por
intermedio de sus Autoridades Centrales, dentro de los límites de la
ley interna de cada Estado Parte y conforme a los tratados
internacionales aplic ables , para las diligencias judiciales y
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CAPÍTULO ID

administrativas, la obtención de pruebas y demás actos procesales
que sean necesarios para el cumplimiento de los objetivos de esta
Convención ;

b) Establecer por medio de sus Auto ridades Centrales mecanismos de
intercambio de informa ción sobre legi slación nacional,
jurisprudencia, pr ácticas admin istrativas, estadísticas y modalidades
que haya asumido el tráfico internaci onal de menores en sus
respectivos Estados; y

e) Disponer las medidas que sean necesari as para remover los
obstáculos que puedan afectar en ello s la aplicación de esta
Convención en sus respecti vos Estados.

Artículo 9°- Tendrán competencia para conocer de los delitos
relativos al tráfico internacional de menores :

a) el Estado Parte donde tuvo lugar la conducta ilícita ;
b) el Estado Parte de residenc ia habitual del menor;
c) el Estado Parte en el que se hallare el presunto delincuente si este no

fuere extraditado; y
d) el Estado Parte en el que se hallare el menor víctima de dicho

tráfico.

Tendrá preferencia a los efectos del párrafo anterior el Estado Parte
que hubiere prevenido en el conocimiento del hecho ilícito .

Artículo 1O.-Si uno de los Estado s Parte que supedita la
extradición a la existencia de un tratado recibe una solicitud de extradición
proveniente de un Estado Parte con el cual no ha celebrado tratado, o en
caso de haberlo no lo contemple entre los delitos extraditables, podrá
considerar la presente Convención como la base jurídica necesaria para
concederla en caso de tráfico intern acional de menores.

Asimismo, los Estados Parte que no supedi tan la extradición a la
existencia de un tratado reconocerán el tráfico internacional de menores
como causal de extradición entre ellos.

Cuando no exista Tratado de extradición, esta estará sujeta a las
demás condicio nes exigibles por el derecho interno del Estado requerido.

Artículo ll .-Las accione s instauradas conforme a lo dispuesto en
este capítulo no impiden que las auto ridades competentes del Estado Parte
donde el menor se encontrare ordenen en cualquier momento su restituci ón
inmediata al Estado de su residencia habitual, considerando el interés
superior del menor.

Aspectos civiles

Artículo 12.-La solicitud de localización y restitución del menor
derivada de esta Convenci ón será prom ovida por aquellos titulares que
establezca el derecho del Estado de la residencia habitual del menor.

Art ículo 13.-Serán competentes para conocer de la solicitud de
localización y de restitución , a opción de los reclamantes, las autorid ades
judiciales o admini strati vas del Estado Parte de residencia habitual del
menor, o las del Estado Parte donde se encontrare o se presuma que se
encuentra retenido.

Cuando existan razones de urgencia a juicio de los reclamantes,
podrá pre sentarse la solicitud ante las autoridades judiciales o
administrativas del lugar donde se produjo el hecho ilícito.

Artículo 14.-La solicitud de localización y de restituci ón se
tramitará por intermedio de las Auto ridades Centrales o directamente ante
las autoridades competentes previ stas en el artículo 13 de esta Convención.
Las autoridades requeridas acordarán los procedimientos más expeditos
para hacerla efectiva.

Re cib ida la solici tud respectiva, las autoridades requeridas
dispondrán las medidas necesarias de conformidad con su derecho interno
para iniciar, facilitar y coadyuvar con los procedimientos judiciales y
administrativ os relativos a la localización y restit ución del menor. Además,
se adoptarán las medidas para proveer la inmediata restitución del menor
y, de ser necesario , asegurar su cuidado, custodia o guarda provisional,
confo rme a las circu nstanci as, e impedir de modo preventivo que el menor
pueda ser trasladado indebidamente a otro Estado.

La solicitud fundada de localización y de restitución deberá ser
promovida dentro de los ciento veinte días de conocida la sustracción , el
traslado o la reten ción ilíci tos del menor. Cuando la solicitud de
localización y de restitución fuere promovida por un Estado Parte, este
dispondrá para hacerlo de un plazo de ciento ochent a días.

Cuando fuere necesario proceder con carácter previo a la
localización del menor , el plazo anterior se contará a partir del día en que
ella fuere del conocimiento de los titulares de la acción.

Sin perjuicio de lo dispuesto en los párrafos anteriore s, las
autoridades del Estado Parte donde el menor fuere retenido podrán ordenar
en cualquier momento la restitución del mismo conforme al interés
superior de dicho menor.

Artículo 15.-En las solicitudes de coop eración comprendidas en
esta Convención transmitidas por vía consular o diplom ática o por
intermedio de las Autoridades Centrales, será innecesario el requi sito de
legalización u otras formalidades similares. En el caso de solicitudes de
cooperació n cursadas directamente entre tribun ales de la zona fronteriza de
los Estados Parte tampoc o será necesario el requisito de la legalización.
Asimismo, estarán exentos de legalización en el Estado Parte solicitante
los documentos que sobre el particular se devuelvan por las mismas vías .

Las solicitudes deberán estar traducidas, en su caso, al idioma o
idiomas oficia les del Estado Parte al que se dirijan. Respecto a los anexos,
bastará la traducción de un sumario que contenga los datos esenciale s de
los mismos.

Artículo 16.-Las autoridades competentes de un Estado Parte que
constaten en el terr itorio sometido a su jurisdicción la presencia de una
víctima de tráfico internacional de menores deberán adoptar las medidas
inmed iatas que sean necesarias para su protección, incluso aquellas de
carácter pre ventivo que impidan el traslado indebido del meno r a otro
Estado .

Estas medidas serán comunicadas por medio de las Autoridades
Centrales a las autoridades competentes del Estado de la anterior
residencia habitual del menor. Las autoridades intervinientes adoptarán
cuantas medidas sean necesarias para que los titulares de la acción de
localización y restitución del menor estén informados de las medidas
adoptadas.

Art ícul o 17.-De co nformi dad con los objetivos de esta
Con vención , las Autoridades Centrales de los Estados Parte
intercambiarán información y colabor arán con sus autoridades
competentes judiciales y administrativas en todo lo relativo al control de la
salida y entrada de menores a su territorio.

Artículo 18.-Las adopciones y otras instituciones afines
constituidas en un Estado Parte serán susceptibles de anulación cuando su
origen o fin fuere el tráfico internacional de menores.

En la respectiva acción de anulación, se tendrá en cuenta en todo
momento el interés superior del menor.

La anulación se someterá a la ley y a las autoridades competentes
del Estado de constitución de la adopción o de la institución de que se trate.

Artículo 19.-La guarda o custo dia serán susceptibles de
revocación cuando tuvieren su origen o fin en el tráfico internacional de
menores, en las mismas condiciones previstas en el artículo anterior.

Artículo 20.-La solicitud de localización y de restitución del
menor podrá promoverse sin perjuicio de las acciones de anulación y
revocación previ stas en los artículos 18 y 19. .

Artículo 2 1.- En los procedimientos previstos en el pres~ ,.l

capítulo, la autoridad comp etente podrá ordenar que el particular ciY
organi zación responsable del tráfico internacional de menores pague los
gastos y las costas de la localización y restitución, en tanto dicho particular
u organización haya sido parte de ese procedimiento.

Los titulares de la acción o, en su caso, la autoridad competente
podrán entablar acción civil para obtener el resarcimiento de las costas,
incluidos los honorarios profesionales y los gastos de local ización y
restitución del menor, a menos que estos hubie sen sido fijados en un
proced imiento penal o un procedimiento de restitución conforme a lo
previsto en esta Con vención .

La autoridad competente o cualqu ier persona lesionada podrá
entablar acción civil por daños y perjuicios contra los particulares o las
organizaciones responsables del tráfico internacional del menor.

Artículo 22.- Los Estados Parte adoptarán las medidas que sean
necesarias para lograr la gratuidad de los procedimientos de restitución del
menor conforme a su derecho interno e informarán a las personas
legítimamente intere sadas en la restituci ón del menor de las defen soría s de
ofic io, beneficios de pobreza e instancias de asistencia jurídica gratuita a
que pudieran tener derecho, conforme a las leyes y los reglamentos de los
Estados Parte respectivos.

CAPÍTULO IV

Cláusulas finales

Artículo 23.-Los Estados Parte podrán declarar, al momento de la
firma, ratificación o adhe sión a esta Convención o con posteriori dad, -\. .
se reconocerán y ejecutarán las sentencias penales dictadas en otro Esta'W
Parte en lo relati vo a la indemnización de los daños y perju icios derivados
del tráfico internacional de menores.

Artículo 24.-Respecto a un Estado que tenga en cuestiones
tratadas en la presente Convención dos o más sistemas jurídicos aplicables
en unidades territoriales diferentes, toda menc ión:

a) a la ley del Estado se entenderá referida a la ley en la
correspondiente unidad territorial;

b) a la residencia habitual en dicho Estado se entenderá referida a la
residencia hab itual en una unidad territorial de dicho Estado;

e) a las autoridades competentes de dicho Estado se entenderá referida
a las autoridades autorizadas para actuar en la correspondiente
unidad territorial .

Artículo 25.-Los Estados que tengan dos o más unidades
territoriales en las que se apliquen sistemas jurídico s diferent es en
cuestiones tratadas en la presente Convención podrán declarar, en el
momento de la firma, ratificación o adhesión, que la Convención se
aplicará a todas sus unidades territoriales o solamente a una o más de ellas.

Tales declaracione s podrán ser modificadas mediante declaracione s
ulteriores, que espec ificarán expresamente la o las unidades territoriales a
las que se aplicará la presente Convención. Dichas declaraciones ulteriore s
se transmi tir án a la Secretaría General de la Orga nización de los Estados
Americanos y surtir án efecto noventa días después de recibidas.

Artícu lo 26.-Los Estado s Parte podrán declarar, al mome nto de la
firma, ratificación o adhesión a la presente Convención o con
posterioridad, que no se podrá oponer en juicio civil en ese Estado Parte
excepción o defen sa algun a que tienda a demostrar la inexis tencia del
delito o irresponsabilidad de una per sona, cuando exista sentencia
condenatoria ejecutoriada por este delito , pronunciad a en otro Estado
Parte.

Artículo 27.- Las autoridades competentes de las zonas fronterizas
de los Estados Parte podrán acordar, directamente y en cualquier momento ,
procedimientos de localización y restituci ón más expeditos que los
previstos en la presente Convención y sin perju icio de esta.
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Nada de lo dispuesto' en' esta Convención se interpretará en el
sentido de restringir .la,s prácticas más favorables q~e entre .s í pudieran
observar las autoridades competentes de los Estados Parte para los
'propósitos tratados en ella,
" Art{cul028,:"':"Esta Convención está abierta a' la'firma de los Estados
miembros de la Organización de los Estados Americanos.

Artículo 29.-Esta Convención está sujeta a ratificación. Los
instrumentos de ratificación se depositarán en la Secretaría General de la
Organización de los Estados Americanos.

Artículo 30.-Esta Convención .quedar á abierta ,a la adhesión de
cualquier otro Estado después que haya entrado en vigor. Los instrumentos
d~ adhesión se depositarán en la Secretaría General de la Organización de
los 'Estados Ámericanos. .

-Artículo 31.-Cada Estado 'podr á formular reservas a: ' la presente
Convención al momento de firmarla, ratificarla o al adherirse a ella,
siempre que la reserva verse sobre una omás disposiciones específicas y
que no sea incompatible con el objeto y fines de esta Convención.

Artículo 32.-Nad¡i de lo estipulado en la presente Convención se
interpretará en sentido restrictivo d~ otros tratados 'biiaterales o
multilaterales u otros acuerdossuscritos entre las Partes. .

," Artículo 33.-Esta Convención-entrar áen vigor para los Estados
ratificantes el trigésimo día'a partir de la fecha enque haya sido depositado
el segundo instrumento de ratificación. ': \ .

Para cada Estado que ratifique está Convención o se adhiera a ella
después de háber sido ' depositado el-segundo instrumento de ratificación,
la Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que
tal Estado haya' depositado su instrumento de ratificación o adhesión.

Artículo 34.-Esta ' Convención regirá indefinidamente, pero

lE
}). [quiera de J os' Estados Parte podrá denunciarla. El instrumento de< ~ -eia 'será'jcle~ositado en la Se~retaría <?eneralde la Or~at¡jzación de
, stados Amencanos. Transcurrido un ano contado a partir de la fecha

de depósito del instrumento de denuncia, la Convención cesará en sus
efectos para el Estado denunciante. ' .

Artículo 35.-El instrumento original 'de esta Convención, cuyos
textos en español, francés, inglés y portugués son igualmente auténticos,
será 'depositado-en la Secretaría.General.de.Ia Organizacióri d é los Estado s
Americanos, la que enviará copia auténtica de su-texto para 'su registro y
publicación a la Secretaría-de las Naciones Unidas, -dec onformí dad con el
artículo 102 de , su Carta constitutiva. La Secretaría General de la
Organización de fós ' E~tadbs'Americanos no~¡ficará a los Estados
miembros de dicha Organización y a los Estados 'que hayan adherido a la
Convención, -las firmas, Jos _depósitos. de instrumentos de ratificación,
adhesión y denuncia, así como las r eservas que hubiera y el retiro de las
últimas.

EN FE DE LO CUAL 108 plenipotericiarios infrascritos,
debidamente autorizados por sus respectivos Gobiernos, firman esta
Convención.

HECHO EN LA CIUDAD'DE MÉXI~O, D.F., MÉXlCO; el -día
dieciocho de marzo de::irlil novec íentos noventa y cuatro'."

Artículo 2°- -Rige á 'parti r,de su'publIcación.

MIGUEL ANGEL RODRIGUEZ ECHEVERRIA.-El Ministro de
" laci ónes Exteriores y Cu~t~, a.i. ,Wálter Niehaus. . ..

'A: Este proyecto pasó a estudio e informe de la Comisión Permanente
Especial de Relaciones Internacionales. i , '

San José, 24 de mayo de ·1999.- 1 vez .-C-48100.-(38591).

N° 13.589

ACUERDO SOBRE EL PROGRAMA INTERNAcIONAL PARA LA
CONSERVACION DE LOS DELFINES ENTRE LA REPUBLICA DE

COSTA RICA Y ESTADOS UNIDOS DE AMERICA

Asamblea .L eglsla tíva r

La pesca de productos tradicionales como el Atún' ha derivado en
algunos casos en pesca indiscriminada de delfines lo que pone en riesgo la
vida marina de esos cetáceos. ' ,

Durante años se han promulgado, firmado y ratíficado Convenios
internacionales en los cuales se .defiende la vida marina de aquellas
especies que no son objetivo de pesca. Entre ellas se encuentran la
Convención de Naciones Unidas sobre elDerecho del Mar de 1982, la
Declaración de Río sobre -el Medio Ambiente y el Desarrollo de 1992. De
igual manera se encuentran el , Código de Conducta para la Pesca
Responsable y el Acuerdo para promover la Aplicación de las Medidas
internacionales de Conservación y Ordenación por Buques Pesqueros que
Pescan en Alta Mar.

El Acuerdo sobre ·la Aplicación de las disposici ones de la
Convención de las Naciones Unidas sobre e~ Derecho del Mar, del 10 de
Diciembre de 1982, Relati va a la Coñse~vación y Ordenación de las
Poblaciones de Peces Transzonales y las Poblaciones de Peces Altamente
Migratorios, el Acuerdo de La Jolla de 1992 y la Decl aración de Panamá
de 1995 son un claro ejemplo de la lucha de la Comunidad Internacional
por la Fl0 extinción de bienes marinos que no son el objetivo final de la
pesca . ' . .

Es en ese sentido> que se deben aunar esfuerzos para reducir
progresivamente la mortalidad incidental de' los delfin es como propósito
del Convenio en cuestión, sobre todo de manera indirec ta, 'en la pesca del
Atún Alet a Amarilla. ,~"

De igual forma, el Convenio pretende prevenir la pesca voluntaria e
involuntaria de los delfines y procura asegurar la sostenibilidad a largo
plazo de las poblaciones de atún en el Area del Acuerdo, así como la de los
recursos marinos vivos relacionados!'con estas acciones, por ello se toma
en consideración la interrelación .existente entre las especies del
ecosistema y en conservar, evitar, reducir y minimizar la captura incidental
y los descartes de atunes juveniles y especies no objetivo.

Finalmente el Tratado se ' enmarca de ' manera general en los
propósitos de la C9mJ.siónInteramericana de AtúnTropical, la que a su vez
está amparada por nomas del derecho internaciortal cómo la Convención
de las Naciones Unidas sobre elDerecho del Mar de 1982., que en suma
destaca la voluntad de la 'Comunidad Internacional para' contribuir a
mejorar la eficacia,de las medidas de conservación y ord~nación pesquera.

. Por todo lo anterior, sometemos a conocimiento de la Asamblea
Legislativa ' el "Acuerdo. sobre el Programa . bit~inaéional para la
Cons ervación dé los Delfines entre la República de ,Costa Rica y Estados
Unidos ,~e América':,"pafa su respectiva aprqba~i<5ri legislativa,

) r LA ~SAMBLEA LEGISLAl'IVkDE LA REPUBLICA
~ ¡ ' 1' DE COS TA RICA

DECRETA:-',

ACUERDO SOBRE. EL PROGRAMA INTERNACI<¡)NAL PARA LA
CONSERVACION DE LOS DELFINES ENTRE LA REPUBLICA

DE COSTA RICA Y .ESTADOS UNIDOS DE AMERIC;::A

Artículo' 10-Aphrébase en cadaunade sus Partes el "Acuerdo
Sobre 'el ProgramaInternacional para la Conservaciórt' 'de los Delfines
entre la República de Costa RicayEstados Unidos de América"; suscrito
en Washington, D.C, el veintiuno de may ode mil novecientos noventa y
ocho, cuyo texto es el 'siguiente: '

'"' ¡ ;) , ~ ~ (h _ .. , .
"ACUERDO SOBRE EL PROGRAMA INTERNACIONAL PARA LA
GQNS~RVACION DE LO~ DELFJNES ENTRE ~A REP,UBLICA DE

,COSTA RICA y ESTADOS UNIDOS DE AMERICA

Preámbulo
-.'. L~s Partes en el presente Acuerdo, l' '

Conscientes de que en virtud de Ias normas pertinentes del derecho
internacional, tal como se reflejan en la Convención de las Naciones
Unidas sobre el Derecho del Mar de 1982, todos los Estados tienen el
deber de tomar, o de cooperar con otros Estados para tomar, las medidas
que sean necesarias para la conservación y ordenación de los recursos
marinos vivos" .

InSpirados '~n los principios contenidos en la Declaración de Río
sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo de 1992, aslcomo'en el deseo de
dar , cumplimiento a los principiosV nortna s 'previstos en el Código de
Conducta para la Pesca Responsable adoptado por la Conferencia de la
FAO en 1995; " - . ' ,

Subrayando la voluntad política de la comunidad internacional
para f.9Q.wpuir á. mejorar la eficacia de las 'medidas de éonservaci ón y
ord~IÍaci6rt pesquera, a través del Acuerdopara Promover la Aplicación de
las Medidas Internacionales de Conservación y Ordenaci ónpor los Buques
Pesqueros que Pescan en AI!,!- Mar, adoptado 'por la Conferencia de la FAO
ffi19~; ,

Tomando nota de que la ' 50° Asamblea General de las Naciones
Unidas, de conformidad con la resolución ~S/50/24, adoptó el
Acuerdo sobre la Aplicación de las Disposiciones de la Convención de las
Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar del 10 de Diciembre de 1982,
Relativas a la Conservación y Ordenación de las poblaciones de Peces
Transzonales y las Poblaciones de peces Altamente Migratorios ("Acuerdo
de Naciones Unidas sobre las Poblaciones de Peces Transzonales y las
poblaciones de Peces Altamente'Migratorios").

Reiterando los compromisos establecidos en el Acuerdo de La
Jollade 1992 yen la Declaración de Panamá de 1995;" .

, Recalcando las metas de eliminar.la mortalidad de delfines en la
pesqueria .del atún con redde cerco en ~I Océano Pacífico Oriental y de
.buscar métodos ambientalmente adecuados .para capturar atunes aleta
amarilla grandes no, asociados con delfines; .,

Considerando la importancia de la pesquería del atún como fuente
,de alimentación .e ingreso para las poblaciones de las Partes y que las
medidas de conservación y ordenación deben responder a esas necesidades
y tomar en cuenta los.impactos económicos y sociales de.tales medidas;

Reconociendo- la drástica disminución de la mortalidad incidental
de delfines alcanzada a trav ésdel Acuerdo de La Jella;

, Convencidos de que la evidencia .científica demuestra que la
técnica de pescar atún en asociación con delfines, de conformidad con las
reglas y p rocedimientos-establecidos en-e} marco del A cuerdo de L a Jolla

, y refleja dos en la Declaraci ón.de Panamá, ha proporcionado un método
efec tivo para la pro tección de los delfines y el aprovechamiento racional
de los recursos atuneros en el Océano Pacífico Orienta l;

Reafirmando que la: co operaci ón multilateral constitu ye el
.mecanismo más efectivo para alcanzar los objetiv os de conservació n y uso
sostenible de.los recursos marino s vivos;

Resueltos a asegurar la sostenibilidad de las pobl aciones de atún en
-el Océano Pacífico Oriental y a reducir progresivamente la mortalidad
incidental de delfines en la pesqueria de atún del Oc éano-Pac ífico.Oriental
a niveles cerc anos a cero; a evitar, reducir y .minimizan la captura incidental
y los descartes de atunes juveniles y la captura incidental de las especies
no objetivo, cons iderando la interrelación entre especies en el ecosistema;


	23
	24
	25

